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León, Guanajuato, a veintisiete de agosto del año dos mil siete. . . . . . . . 

V I S T O S para resolver los autos del recurso de inconformidad del expediente número 280/2004, promovido por el ciudadano Sergio Escogido Santarriaga, y, de sus acumulados  los recursos de inconformidad números 292/2004 y 293/2004, promovidos por Ismael Muñoz Rea y Francisco García González, respectivamente, y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Los recursos de inconformidad fueron interpuestos oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a las fechas en que surtieron efectos las notificaciones del acto impugnado a los recurrentes, atento a lo que establece la fracción II del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado en la presente causa administrativa, la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, el quince de julio del dos mil cuatro, se encuentra acreditada con la copia certificada que obra en el expediente y que hace prueba plena de conformidad con lo señalado en los artículos 132 y 207 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente a la Ley Orgánica Municipal y al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Previamente al estudio de fondo, por razones de orden público, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León., Guanajuato. . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada al rendir las contestaciones a los recursos presentados por Sergio Escogido Santarriaga e Ismael Muñoz Rea, señala que se actualizan las causales de improcedencia previstas en las fracciones V y VIII del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa, ya que aduce que las manifestaciones expresadas por los recurrentes no constituyen agravios de legalidad  y que no expresan como se afectaron sus intereses jurídicos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualizan las causas de improcedencia aludidas en virtud de que en primer término, sí se contienen agravios de legalidad tanto en el escrito de cumplimiento al requerimiento formulado el nueve de agosto del dos mil cuatro, por el elemento Sergio Escogido Santarriaga, así como en el escrito del recurso de Ismael Muñoz Rea, agravios que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por los impetrantes del recurso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado agravios, cuando se desprende de las constancias que obran en el expediente que sí fueron hechos valer . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En cuanto a que se argumenta que no se afectan los intereses jurídicos del recurrente, tampoco se actualiza dicha causal, ya que la resolución impugnada consistente en la sanción de destitución del cargo que les fue impuesta, sí causa afectación a los intereses jurídicos de la parte recurrente, pues tal determinación incide en la esfera jurídica de los ahora promoventes, de tal manera que se les destituyó de su cargo, por lo que están en facultad jurídica de impugnarla en base a lo dispuesto en el artículo 28 fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato y 62 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato . . . . . . .

Por lo anterior, no se actualizan las causales de improcedencia señaladas, por lo que al no haberse hecho valer alguna otra causal por la autoridad demandada, y de oficio, este Juzgador advierte que no se actualiza alguna otra, procede al estudio del fondo del asunto y de los agravios esgrimidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Así las cosas, en principio se debe dejar establecido que tanto el ciudadano Sergio Escogido Santarriaga como el ciudadano Ismael Muñoz Rea, en sus respectivos escritos, expresaron idénticos agravios, en relación a la resolución impugnada, por lo que se analizan conjuntamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el primer agravio, los impetrantes del recurso señalan: “LA RESOLUCIÓN QUE SE COMBATE ME CAUSA AGRAVIO, al determinar el H. Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; en su considerando tercero párrafo cuarto (renglón veinte) que: …Confesión a cargo de los elementos que se les instruye el procedimiento administrativo disciplinario vertida durante la audiencia de ley….. DETERMINACIÓN TOTALMENTE CONTRARIA A DERECHO, YA QUE NI EL SUSCRITO, NI NINGUNO DE LOS OTROS DOS ELEMENTOS INVOLUCRADOS EN EL PROCESO 158/04 D.G.P.M., EN NINGUN MOMENTO CONFESAMOS LOS HECHOS QUE SE NOS IMPUTAN, YA QUE LO UNICO QUE RENDIMOS FUE DECLARACIÓN EN EL SENTIDO DE QUE NO ESTAMOS DE ACUERDO CON LO QUE DE MANERA DOLOSA Y PARA JUSTIFICAR EL APARENTE TRABAJO DEL CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA QUE NOS PROCESO Y DE SU PRESIDENTE, SE NOS PRENTEN ACHACAR, ...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agravio que para este Juzgador resulta infundado, ya que basta dar lectura al párrafo del considerando tercero que señalan los recurrentes, en el cual la propia autoridad demandada, si bien menciona la confesión, también hace referencia a que los ahora recurrentes niegan los hechos que se  les imputan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, la autoridad demandada en el considerando tercero, al referirse a la confesión, consigna lo siguiente: “Confesión a cargo de los elementos a quienes se les instruye procedimiento administrativo disciplinario vertida durante la audiencia de ley, los cuáles niegan los hechos que se les imputan pero no ofrecen pruebas para desvirtuarlos, siendo coincidentes en sus declaraciones rendidas ante el órgano de control administrativo para los Cuerpos de Seguridad…….” Reiterando lo anterior en líneas más adelante al decir: “Conjuntamente con la declaración anterior se encuentra lo manifestado por los elementos Francisco García González, Sergio Escogido Santarriaga e Ismael Muñoz Rea rendidas durante su respectiva audiencia de Ley, mismos que coincidieron en señalar no estar de acuerdo con los hechos que se les imputa toda vez que refieren que no incurrieron en los mismos, que ni siquiera tuvieron contacto con las personas………”. De lo anterior se desprende que la demandada no violó lo establecido por los artículos 98, 202 y 203 del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado de Guanajuato, como lo aducen los recurrentes, toda vez que si bien es cierto el citado artículo 98 instituye que la confesión puede ser expresa o tácita, señalando las características de cada una de las formas, también es cierto que el artículo 99 del mismo ordenamiento legal citado, señala que la confesión sólo produce efecto en lo que perjudica al que la hace, por lo que en el presente caso al negar los recurrentes, las imputaciones que se les hacen, ningún perjuicio les causa que la autoridad demandada a sus declaraciones les llame confesión cuando en las mismas no emitieron expresiones que los perjudicaran. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el segundo de los agravios, los recurrentes señalan que les afecta que en la resolución se haya valorado una supuesta inspección realizada por parte de la Secretaría Técnica del Consejo de Honor y Justicia, en base a una bitácora de recorridos que obra en el expediente respectivo, recorrido en el que resultó una diferencia de veintidós minutos entre el recorrido de los policías en el día de los hechos, con el efectuado por la referida Secretaria Técnica del Consejo; por lo que señalan en el agravio aducido que dicha inspección es contraria a derecho, pues no se les citó al desahogo de la misma, y en su realización se efectuó un cálculo de tiempos de recorrido sin contar con los elementos necesarios para poder determinar los mismos, ya que no demostró que la Secretaria Técnica haya conducido a la misma velocidad que los policías al momento de efectuar su trabajo, así como tampoco que haya realizado el recorrido en un vehículo similar; asimismo no precisó cuanto tiempo permaneció en cada uno de los lugares visitados, ni si descendió en cada uno de esos lugares, por lo que no se le debe dar valor probatorio, además de que se vulnera el artículo 164 del Código de Procedimientos civiles aplicado supletoriamente, ya que no se les citó legalmente al desarrollo de dicha diligencia.. . . 

Para este Juzgador resulta inoperante el agravio en estudio, toda vez que la Secretaria Técnica del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, puede practicar las diligencias que estime necesarias para el esclarecimiento de los hechos, lo que en el presente caso se dio, sin que pueda equipararse el recorrido realizado por dicha Secretaria Técnica como una inspección que deba observar los requisitos formales que establece el artículo 164 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, sino como un acto interno de investigación con la finalidad de esclarecer los hechos, conforme lo establece el artículo 41 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que a la letra dice:….

“ARTÍCULO 41.- El Secretario Técnico procederá a recabar la información y documentación relacionada con los hechos materia de la queja, pudiendo citar a los elementos que hubieren participado en los mismos, e inclusive solicitar a los titulares de las corporaciones todos los datos que estime necesarios para el esclarecimiento de los hechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Los titulares de los cuerpos de seguridad están obligados a hacer comparecer ante el Secretario Técnico a los elementos que éste le solicite, así como a proporcionarle toda la información y documentación requerida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Asimismo el Secretario Técnico podrá practicar, dentro y fuera de sus oficinas, todas las diligencias tendientes a esos fines, auxiliándose para ello del personal adscrito a Asuntos Internos”. 

Por otra parte los recurrentes, sólo se limitan a hacer manifestaciones, sin que dentro del procedimiento administrativo disciplinario cuya resolución se impugna ni dentro de la presente causa administrativa, aporten elementos que conlleven a establecer la velocidad a que circulaban el día de los hechos, los tiempos que duraron en los lugares que visitaron y en los que levantaron sellos y firmas, pues ello no se aprecia de modo alguno en la bitácora de servicio de la unidad R93 a la que hacen referencia los recurrentes y la cual obra en el expediente del procedimiento administrativo disciplinario número 158/04 D.G.P.M., de ahí que también el agravio resulte inoperante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En el tercer agravio, refieren los impetrantes del recurso que se vulneran los artículos 202 y 203 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, por las razones siguientes: a).- Porque la denuncia se presentó nueve horas después de que sucedieron los hechos, b).- Porque el denunciante no señaló características y rasgos físicos de los elementos que los agraviaron, c).- Porque la declaración de José Alfredo Muñoz González, difiere con la de Miriam Margarita Gómez Camacho, rendida esta ocho días después, asimismo porque d).- consideran los recurrentes que los demás testimonios que se rindieron a favor de los denunciantes, ninguno fue realizado por testigos presenciales, e).- refieren también que las testigos presentadas para acreditar la falta posterior de bienes de la ciudadana Miriam Margarita Gómez, no demostraron que esta haya portado dichos bienes; f).- que es falso que no hayan aportado pruebas que desvirtuaran los hechos que se les atribuyeron y que con las testimoniales presentadas se acredita que estaban en un lugar distinto, y por último, g).- refieren que con la hoja de tripulación ofrecida, se desprende que ellos siempre fueron tres y no cuatro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Tal agravio resulta infundado, toda vez que de las razones esgrimidas y anotadas en los incisos señalados no se desprende que la resolución impugnada vulnere los artículos 202 y 203 del Código Adjetivo estatal, aplicado supletoriamente, en materia de valoración de las pruebas; puesto que lo que tales preceptos refieren, es que el Juzgador goza de libertad para realizar el análisis de las pruebas, unas frente a las otras y que no debe dárseles valor a aquellas que no se sujeten a las reglas del título respectivo; mientras que en el caso concreto no se advierte como se vulneran tales preceptos por las razones aducidas, pues la presentación de la denuncia nueve horas después de sucedidos los hechos no incide en lo dispuesto en los señalados artículos, así como tampoco se puntualiza como es que el haber presentado la denuncia nueve horas después, afecta la valoración de las pruebas contenidas en el expediente; lo mismo debe señalarse respecto de los demás argumentos aludidos, como el referente a que el denunciante José Alfredo Muñoz no aportó rasgos físicos o características de los elementos que lo agraviaron, ya que al presentar su denuncia, dicha persona sí dio las características físicas de los policías que los retuvieron, como se advierte de su declaración rendida el veintisiete de febrero del dos mil cuatro. . . . .   


Ahora bien, las declaraciones de los denunciantes Miriam Margarita Gómez Camacho y José Alfredo Muñoz González, son esencialmente coincidentes en los hechos que narraron y en las circunstancias de tiempo, modo y lugar, por lo que resulta incorrecta la aseveración formulada por los recurrentes; por lo que respecta a los testigos que señalan declararon a "favor de los quejosos", debe decirse en primer termino que no precisan a que testigos o declaraciones se refieren, lo que hace incierta su aseveración; ahora bien, dentro de la averiguación previa número 500/2004, seguida ante la Agencia del Ministerio Público número XV en este Municipio, y cuyas constancias obran en copia certificada en el expediente administrativo disciplinario número 158/04-D.G.P.M., se encuentran algunas declaraciones de testigos, pero las mismas no se encuentran dentro del procedimiento administrativo disciplinario seguido a los recurrentes, sino en la averiguación previa citada, razón por la que no pueden analizarse tales testimonios en el presente asunto, por cuanto tales testimonios no fueron vertidos en el procedimiento disciplinario; ocurre lo mismo en cuanto a lo que manifiestan acerca de las testigos para acreditar los bienes (joyas) que portaba la quejosa Miriam Margarita Gómez Camacho y su falta posterior, pues tales declaraciones se hicieron dentro de la averiguación previa y no dentro del procedimiento administrativo disciplinario en comento, por lo que no puede ser materia de agravio, actuaciones diversas al procedimiento disciplinario, contenidas en una averiguación previa; por lo que tampoco se desprende en estos aspectos, la vulneración a los preceptos del código adjetivo procesal estatal, que señalan los recurrentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por último, en cuanto al inciso g), en el que señalan que con la hoja de tripulación que ofrecieron como prueba se desprende que ellos eran solo tres elementos de la policía rural y no cuatro, debe decirse que tal planteamiento es inoperante por insuficiente, pues si los tres elementos sancionados fueron plenamente reconocidos por los denunciantes o quejosos, resulta intrascendente si había uno mas o no, pues consta en el expediente respectivo, que los elementos destituidos, fueron legalmente identificados por los agraviados. . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Respecto de las declaraciones de los testigos que presentaron los quejosos, de nombres Macario Vicente Miranda Pacheco, Ignacio Díaz Lucio, Soledad Afanador Urbina, José Canuto Guerrero Ortega y Antonio Vázquez Fausto y, que con ello se demuestra que sí aportaron elementos probatorios tendientes a desvirtuar los hechos que se les atribuyeron, por lo que sostienen que es falso lo argumentado por la autoridad demandada acerca de que no aportaron pruebas tendientes a desvirtuar los hechos que se les atribuyeron, ya que ellos sí aportaron pruebas tendientes a ello, pues ofrecieron las testimoniales de las personas citadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Esta parte del agravio en análisis de igual manera resulta infundada, porque consta en la resolución que se impugna, que la autoridad demandada, en el considerando tercero, señala que obran en autos –del procedimiento administrativo disciplinario- las declaraciones de Macario Vicente Miranda Pacheco, Ignacio Díaz Lucio, Soledad Afanador Urbina, José Canuto Guerrero Ortega y Antonio Vázquez Fausto; luego la autoridad demandada sí tomó en cuenta las declaraciones de los testigos ofrecidos por los ahora recurrentes, sin embargo no fueron suficientes para desvirtuar los hechos atribuidos a los recurrentes, como se desprende de la afirmación de la autoridad demandada contenida en el Considerando Tercero de la resolución impugnada (página 436, parte inferior, del expediente del procedimiento administrativo disciplinario número 158/04-D.G.P.M.). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A mayor abundamiento, en el considerando tercero de la resolución impugnada, la autoridad demandada a las probanzas que describe en dicho considerando, entre las que se encuentran las declaraciones ofrecidas por los recurrentes, les da pleno valor probatorio y que, en atención a una valoración conjunta de todos y cada uno de los elementos de prueba, concluye con lo siguiente: “Luego entonces y en atención a de una valoración conjunta de todos y cada uno de los elementos de prueba, son bastantes para sostener que con fecha 26 veintiséis de febrero del año en curso los elementos de la Dirección General de policía municipal asignados al grupo de la policía rural de nombres Francisco García González, Ismael Muñoz Rea y Sergio Escogido Santarriaga se encontraban en servicio correspondiéndoles patrullar el sector en el cual se ubica el lugar donde ocurrieron los hechos, así mismo de las declaraciones tanto de los ciudadanos José Alfredo Muñoz González como de Miriam Margarita Gómez Camacho, quienes fueron coincidentes al señalar las circunstancias de tiempo lugar y modo en que ocurrieron los hechos, adminiculadas con el resto de los testimonios, se acredita la comisión de los hechos que se atribuyen a los oficiales mencionados en supralíneas, ya que estos no aportan pruebas tendientes para desvirtuarlos”. Lo anterior lleva a la convicción de este Juzgador, de que la autoridad demandada sí valoró las declaraciones de los testigos ofrecidos por los recurrentes, pero que su testimonio fue insuficiente para desmentir los hechos que se les atribuyen, por lo que al haber dado la demandada valor pleno a las declaraciones de los testigos de los recurrentes, resulta infundado el agravio respecto a que atribuyen de falso el que no hayan aportado pruebas tendientes a desvirtuar los hechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto al cuarto agravio, se omite su análisis por ser esencialmente el mismo planteado en el segundo de los agravios, el cual ya fue analizado y declarado inoperante por este Juzgador. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


En cuanto al quinto y último agravio, en el cual se hace valer que la resolución es contraria a derecho, porque con las pruebas testimoniales ofrecidas se demostró que el día y hora de los hechos se encontraban en un lugar físico distinto al en que supuestamente ocurrieron los mismos, se omite su análisis por ser esencialmente el mismo planteado en el tercero de los agravios, el cual ya fue analizado y declarado infundado por este Juzgador; en tanto que respecto de que con tales pruebas se acredita que eran sólo tres y no cuatro elementos, es inoperante por insuficiente el agravio propuesto, porque si los tres elementos sancionados fueron plenamente reconocidos por los denunciantes o quejosos, resulta intrascendente si había uno mas, pues consta en el expediente respectivo, que los elementos destituidos, fueron legalmente identificados por los agraviados, por lo que sólo a ellos se les instruyó el procedimiento administrativo disciplinario 158/04 D.G.P.M. . 

Así las cosas, al resultar infundados e inoperantes los agravios esgrimidos por los recurrentes en la presente causa lo procedente es reconocer la validez de la resolución impugnada, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 213 fracción I de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 48 fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- En virtud de que se reconoce la validez de la resolución impugnada, no procede hacer pronunciamiento alguno respecto de la pretensión contenida en el cuarto punto petitorio, tocante a que se permita a los recurrentes seguir en su cargo, lo que se traduce en el reconocimiento de un derecho, pues al resultar válida la resolución combatida, no permite a este Juzgador pronunciarse sobre dicha pretensión, siguiendo para ello, el criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 103 de la publicación denominada “Criterios 2000-2006” y que dice: . . . . . . . .

“ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser.” (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo anteriormente expuesto y además con fundamento en los artículos 213 fracción I de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 47 y 48 fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
SEGUNDO.- Procedió el recurso interpuesto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce la validez de la resolución impugnada, dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, dentro del procedimiento administrativo número 158/04 D.G.P.M, con fecha quince de julio del dos mil cuatro, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente Resolución. . . 

CUARTO.- No ha lugar al reconocimiento del derecho a continuar en el cargo, atento a lo expresado en el Considerando Sexto de esta misma resolución. . . .  
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 







